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la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales

a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en relación

con el Real Decreto 758/1996, de 5 de mayo, de Reestructuración de Depar-

tamentos Ministeriales (artículo 6); con el Real Decreto 839/1996, de 10

de mayo, por el que se establece la estructura orgánica básica, entre otros,

del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (artículo 6), y con el Real

Decreto 1888/1996, de 2 de agosto, modificado por el Real Decreto

140/1997, de 31 de enero, por el que se determina la estructura orgánica

básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (artículos 10 y 11).

La Orden de 21 de mayo de 1996, sobre delegación del ejercicio de

competencias en los órganos administrativos del Ministerio de Trabajo

y Asuntos Sociales («Boletín Oficial del Estado» del 27), corregida por

la Orden de 25 de junio de 1996 («Boletín Oficial del Estado» del 27),

dispone la delegación del ejercicio de las competencias, relativos al Pro-

tectorado sobre las Fundaciones de asistencia social, en la Secretaría Gene-

ral de Asuntos Sociales.

Por último, el Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal,

aprobado mediante el Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, atribuye

al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (Ministerio de Trabajo y Segu-

ridad Social y Ministerio de Asuntos Sociales, según lo dispuesto en el

mismo), el ejercicio del Protectorado de las Fundaciones cuyos fines se

vinculen más directamente con las atribuciones conferidas a los mismos.

Segundo.—El Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal, apro-

bado por Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero («Boletín Oficial del

Estado» número 57), en desarrollo del Título I y disposiciones concordantes

de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos

Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en

su artículo 22.3, establece que son funciones del Protectorado, entre otras,

el asegurar la legalidad en la constitución de la Fundación y elaborar

el informe previo a la inscripción de la misma en el Registro de Fun-

daciones, en relación a los fines y suficiencia de la dotación.

Tercero.—La documentación aportada reúne los requisitos exigidos en

los artículos 8, 9 y 10 de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Cuarto.—El Reglamento del Registro de Fundaciones de Competencia Esta-

tal, aprobado por Real Decreto 384/1996, de 1 de marzo («Boletín Oficial

del Estado» número 77), en desarrollo de los artículos 36 y 37 de la Ley

30/1994, de 24 de noviembre, en su artículo 3 establece que se inscribirán

en el Registro, entre otros actos, la constitución de la Fundación y el nom-

bramiento, revocación, sustitución, suspensión y cese, por cualquier causa,

de los miembros del patronato y otros órganos creados por los Estatutos.

Asimismo, la disposición transitoria única del citado Real Decreto 384/1996

establece que, en tanto no entre en funcionamiento el Registro de Fundaciones

de Competencia Estatal, subsistirán los Registros actualmente existentes.

Quinto.—La Fundación persigue fines de interés general de asistencia

social, conforme al artículo 2 de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Sexto.—La dotación de la Fundación, descrita en el antecedente de

hecho tercero de la presente Orden se considera inicialmente suficiente

para el cumplimiento de sus fines.

Por cuanto antecede, este Ministerio, visto el informe del Abogado

del Estado en este Departamento, ha dispuesto:

1.o Clasificar como benéfica de asistencia social a la Fundación Pro-

tección a Menores y Tercera Edad, instituida en Segovia.

2.o Ordenar su inscripción en el Registro de Fundaciones Asisten-

ciales, bajo el número 40/0069.

3.o Inscribir en el Registro de Fundaciones el nombramiento de los

miembros del Patronato, relacionados en el antecedente de hecho cuarto

de la presente Orden, así como su aceptación del cargo.

4.o Que de esta Orden se den los traslados reglamentarios.

Madrid, 8 de octubre de 1998.—P. D. (Orden de 26 de mayo de 1996),

la Secretaria general de Asuntos Sociales, Amalia Gómez Gómez.

25579 ORDEN de 8 de octubre de 1998 por la que se clasifica

y registra la Fundación DYAM-Josefa Garza (para la defen-

sa y ayuda del mayor).

Por Orden ministerial se clasifica y registra la Fundación DYAM-Josefa

Garza (para la defensa y ayuda del mayor).

Vista la escritura de constitución de la Fundación DYAM-Josefa Garza

(para la defensa y ayuda del mayor), instituida en Madrid.

Antecedentes de hecho

Primero.—Por el Patronato de la Fundación fue solicitada la inscripción

de la institución en el Registro de Fundaciones.

Segundo.—La Fundación fue constituida mediante escritura pública,

otorgada ante el Notario de Madrid, don Francisco Echavarri Lomo, el

28 de abril de 1998, con el número 1.147 de su protocolo, por doña María

Nieves Peña García.

Tercero.—La dotación inicial de la Fundación es de 1.000.000 de pesetas,

aportado por la fundadora y depositado en una entidad bancaria a nombre

de la institución.

Cuarto.—El Patronato de la Fundación está constituido por los siguien-

tes miembros, con aceptación de sus cargos:

Presidente: Doña María Nieves Peña García.

Vicepresidente: Doña Alejandra Roldán Peña.

Secretario: Don Rafael Roldán Garza.

Quinto.—El domicilio de la entidad, según consta en el artículo 4 de

los Estatutos, radica en la calle Azalea, número 466, Soto de la Moraleja

(código postal 28109).

Sexto.—El objeto de la Fundación queda determinado en el artículo 6

de los Estatutos, en la forma siguiente:

«La Fundación creada tiene como objetivo primordial la defensa y ayuda

del mayor en todos los niveles. Para la consecución de dicho objetivo

general, la Fundación perseguirá los siguientes objetivos concretos:

a) Prestación de servicios y asesoramiento a las personas mayores.

b) Formación directa a los mayores.

c) Formación de personas dedicadas al cuidado y atención del mayor.

d) Prestación de servicio de telecomunicación de valor añadido

audiotex.»

La Fundación desarrollará sus actividades en todo el territorio del

Estado español.

Séptimo.—Todo lo relativo al gobierno y gestión de la Fundación queda

recogido en los Estatutos por los que se rige, constando expresamente

el carácter gratuito de los cargos del Patronato, estando dicho órgano

de gobierno obligado a la rendición de cuentas y presentación de pre-

supuestos al Protectorado.

Vistos la Constitución Española;la Ley 30/1994, de 24 de noviembre;

los Reales Decretos 316/1996, de 23 de febrero; 384/1996, de 1 de marzo;

758/1996, de 5 de mayo; 839/1996, de 10 de mayo; 1888/1996, de 2 de

agosto, y 140/1997, de 31 de enero.

Fundamentos de Derecho

Primero.—La Administración General del Estado-Ministerio de Trabajo

y Asuntos Sociales es competente para ejercer el Protectorado del Gobierno

sobre las Fundaciones de asistencia social, respecto de aquellas de com-

petencia estatal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32 de

la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales

a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en relación

con el Real Decreto 758/1996, de 5 de mayo, de Reestructuración de Depar-

tamentos Ministeriales (artículo 6); con el Real Decreto 839/1996, de 10

de mayo, por el que se establece la estructura orgánica básica, entre otros,

del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (artículo 6), y con el Real

Decreto 1888/1996, de 2 de agosto, modificado por el Real Decreto

140/1997, de 31 de enero, por el que se determina la estructura orgánica

básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (artículos 10 y 11).

La Orden de 21 de mayo de 1996, sobre delegación del ejercicio de

competencias en los órganos administrativos del Ministerio de Trabajo

y Asuntos Sociales («Boletín Oficial del Estado» del 27), corregida por

la Orden de 25 de junio de 1996 («Boletín Oficial del Estado» del 27),

dispone la delegación del ejercicio de las competencias, relativos al Pro-

tectorado sobre las Fundaciones de asistencia social, en la Secretaría Gene-

ral de Asuntos Sociales.

Por último, el Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal,

aprobado mediante el Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, atribuye

al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (Ministerio de Trabajo y Segu-

ridad Social y Ministerio de Asuntos Sociales, según lo dispuesto en el

mismo), el ejercicio del Protectorado de las Fundaciones cuyos fines se

vinculen más directamente con las atribuciones conferidas a los mismos.

Segundo.—El Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal, apro-

bado por Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero («Boletín Oficial del

Estado» número 57), en desarrollo del Título I y disposiciones concordantes

de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos

Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en

su artículo 22.3, establece que son funciones del Protectorado, entre otras,

el asegurar la legalidad en la constitución de la Fundación y elaborar

el informe previo a la inscripción de la misma en el Registro de Fun-

daciones, en relación a los fines y suficiencia de la dotación.
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Tercero.—La documentación aportada reúne los requisitos exigidos en

los artículos 8, 9 y 10 de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Cuarto.—El Reglamento del Registro de Fundaciones de Competencia

Estatal, aprobado por Real Decreto 384/1996, de 1 de marzo («Boletín

Oficial del Estado» número 77), en desarrollo de los artículos 36 y 37

de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, en su artículo 3 establece que

se inscribirán en el Registro, entre otros actos, la constitución de la Fun-

dación y el nombramiento, revocación, sustitución, suspensión y cese, por

cualquier causa, de los miembros del patronato y otros órganos creados

por los Estatutos. Asimismo, la disposición transitoria única del citado

Real Decreto 384/1996 establece que, en tanto no entre en funcionamiento

el Registro de Fundaciones de Competencia Estatal, subsistirán los Regis-

tros actualmente existentes.

Quinto.—La Fundación persigue fines de interés general de asistencia

social, conforme al artículo 2 de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Sexto.—La dotación de la Fundación, descrita en el antecedente de

hecho tercero de la presente Orden se considera inicialmente suficiente

para el cumplimiento de sus fines.

Por cuanto antecede, este Ministerio, visto el informe del Abogado

del Estado en este Departamento, ha dispuesto:

1.o Clasificar como benéfica de asistencia social a la Fundación

DYAM-Josefa Garza (para la defensa y ayuda del mayor), instituida en

Madrid.

2.o Ordenar su inscripción en el Registro de Fundaciones Asisten-

ciales, bajo el número 28/1067.

3.o Inscribir en el Registro de Fundaciones el nombramiento de los

miembros del Patronato, relacionados en el antecedente de hecho cuarto

de la presente Orden, así como su aceptación del cargo.

4.o Que de esta Orden se den los traslados reglamentarios.

Madrid, 8 de octubre de 1998.—P. D. (Orden de 26 de mayo de 1996),

la Secretaria general de Asuntos Sociales, Amalia Gómez Gómez.

MINISTERIO

DE SANIDAD Y CONSUMO

25580 ORDEN de 2 de octubre de 1998 por la que se dispone el

cumplimiento de la sentencia dictada por el Tribunal Supe-

rior de Justicia de Madrid en el recurso contencioso-ad-

ministrativo número 1.231/1995, promovido por don Isidro

Vila Costa.

Para general conocimiento y cumplimiento, en sus propios términos,

se publica el fallo de la sentencia firme dictada con fecha de 7 de noviembre

de 1997 por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid (Sección Séptima)

en el recurso contencioso-administrativo número 1.231/1995, promovido

por don Isidro Vila Costa, contra la Resolución expresa del Instituto Nacio-

nal de la Salud, denegatoria de la solicitud de renuncia a seguir percibiendo

el complemento específico por dedicación exclusiva formulada por el

recurrente, cuyo pronunciamiento es del siguiente tenor:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-administrativo,

promovido por la Procuradora señora Rodríguez de la Fuente, en nombre

y representación de don Isidro Vila Costa, contra Resolución de la Dirección

General del Instituto Nacional de la Salud de 23 de marzo de 1995, por

la que se deniega la petición formulada por el recurrente de renuncia

al complemento específico para optar al régimen de dedicación normal

y abandonar el de dedicación exclusiva; debemos declarar y declaramos

que la citada Resolución es conforme con el ordenamiento jurídico. Sin

costas.»

Lo que digo a V. I. a los efectos de lo dispuesto en el artículo 103

de la vigente Ley reguladora de la Jurisdicción de lo Contencioso-Admi-

nistrativo.

Madrid, 2 de octubre de 1998.—P. D. (Orden de 1 de julio de 1998,

«Boletín Oficial del Estado» del 11), el Subsecretario, Enrique Castellón

Leal.

Ilmo. Sr. Secretario general de Asistencia Sanitaria.

25581 ORDEN de 2 de octubre de 1998 por la que se dispone el

cumplimiento de la sentencia dictada por el Tribunal Supe-

rior de Justicia de Castilla-La Mancha en los recursos con-

tencioso-administrativos número 1/1.220/1995 y acumula-

dos números 642 y 1.250 de 1996, promovidos por don Anto-

nio Cifuentes Verdú.

Para general conocimiento y cumplimiento en sus propios términos

se publica el fallo de la sentencia firme dictada con fecha de 7 de julio

de 1998 por el Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha (Sección

Primera) en los recursos contencioso-administrativos número 1/1.220/1995

y acumulados números 642 y 1.250 de 1996, promovidos todos por don

Antonio Cifuentes Verdú contra resoluciones dictadas en el proceso selec-

tivo, convocado el 1 de julio de 1994, para acceso a plazas de personal

facultativo para Equipos de Atención Primaria, cuyo pronunciamiento es

del siguiente tenor:

«Fallamos: Que estimamos en parte el recurso contencioso-administra-

tivo interpuesto por don Julián Pérez Charco, en nombre y representación

de don Antonio Cifuentes Verdú, contra las resoluciones administrativas

impugnadas por no ser ajustadas a derecho, no anulando las mismas pero

obligando a la Administración a incluir en la lista correspondiente al actor

siguiendo los trámites procedimentales oportunos, y debemos declarar y

declaramos el derecho del actor al reconocimiento de la situación sin-

gularizada en los términos previstos en esta sentencia.»

Lo que digo a V. I. a los efectos de lo dispuesto en el artículo 103

de la vigente Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administra-

tiva.

Madrid, 2 de octubre de 1998.—P. D. (Orden de 1 de julio de 1998,

«Boletín Oficial del Estado» del 11), el Subsecretario, Enrique Castellón

Leal.

Ilmo. Sr. Secretario general de Asistencia Sanitaria.

25582 ORDEN de 2 de octubre de 1998 por la que se dispone el

cumplimiento de la sentencia dictada por el Tribunal

Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, en los recursos

contencioso-administrativos números 1/873/1995 y acumu-

lado número 1.159/1995, promovidos por don Manuel Mar-

tínez Pérez y otros.

Para general conocimiento y cumplimiento en sus propios términos

se publica el fallo de la sentencia firme dictada con fecha de 15 de mayo

de 1998 por el Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha (Sección

Primera) en los recursos contencioso-administrativos número 1/873/1995

y acumulado número 1.159/1995, promovidos por don Manuel Martínez

Pérez, don José Bru García, don Andrés Serrano Palazón, don Carlos García

Culebras, don Diego Navarro Valero, don Eugenio Serna Alcañiz, don Ismael

García Córdoba, don Marcelino Requena Gallego y don Manuel Martínez

López contra resoluciones expresa y presunta de este Ministerio deses-

timatorias de las peticiones formuladas por los recurrentes, unos Médicos,

los otros ATS y Asistente social, relativas al reconocimiento del módulo

G-3 de dispersión geográfica al Centro de Salud Zona 5-A de Albacete,

durante el período comprendido entre abril de 1991 y diciembre de 1993,

y abono de las correspondientes diferencias retributivas por el comple-

mento de productividad fija, cuyo pronunciamiento es del siguiente tenor:

«Fallamos: Declarar la inadmisibilidad del presente recurso por la falta

de jurisdicción de este Tribunal para conocer del presente recurso, por

corresponder el conocimiento del mismo al orden jurisdiccional social,

ante el cual pueden los actores personarse en el plazo de un mes, enten-

diéndose, si así lo hacen, haberlo efectuado en la fecha en que se inició

el plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo; sin costas.»

Lo que digo a V. I. a los efectos de lo dispuesto en el artículo 103

de la vigente Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administra-

tiva.

Madrid, 2 de octubre de 1998.—P. D. (Orden de 1 de julio de 1998,

«Boletín Oficial del Estado» del 11), el Subsecretario, Enrique Castellón

Leal.

Ilmo. Sr. Secretario general de Asistencia Sanitaria.


